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2.1. OBLIGATORIEDAD EN LA LCSP 2017 DE LA PLENA UTILIZACIÓN
DE MEDIOS ELECTRÓNICOS EN LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Una de las grandes novedades de la LCSP 2017 es la obligación de
implantación de la contratación electrónica que establece para las Adminis-
traciones públicas y los poderes adjudicadores.

La exposición de motivos de la LCSP 2017 llama la atención sobre «la
decidida apuesta que el nuevo texto legal realiza en favor de la contratación
electrónica, estableciéndola como obligatoria en los términos señalados en
él, desde su entrada en vigor, anticipándose, por tanto, a los plazos previstos
a nivel comunitario».

En efecto, la LCSP 2017 adelantó alguno de los plazos que al respecto
establecían las directivas de contratación pública y que llegaban hasta el 18
de octubre de 2018. Ahora bien, también es preciso tener en cuenta que el
Estado español había incumplido ya otros plazos fijados por las directivas de
2014 para diversas obligaciones relacionadas con la implantación de medios
electrónicos, como eran los del 18 de abril de 2016 y el 18 de abril de 2017.

Como una de sus novedades más importantes frente a la regulación euro-
pea anterior (y la debilidad de la Directiva 2004/18 en la implantación de
medios electrónicos en la contratación pública), la Directiva 2014/24/UE
obliga a todos los Estados y Administraciones de la Unión Europea a utilizar
estos medios electrónicos desde la entrada en vigor de la misma, que se pro-
dujo el 18 de abril de 2016.

Dispone en este sentido el artículo 23.1 de la Directiva 2014/24/UE que los
Estados miembros garantizarán que todas las comunicaciones y todos los inter-
cambios de información se lleven a cabo utilizando medios de comunicación
electrónicos, y, en particular, la presentación electrónica de ofertas y solicitudes.

De esta forma, cuando el artículo 90 de la Directiva 2014/24/UE fija el
plazo de adaptación de la legislación de los Estados miembros a la misma,
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establece un plazo máximo de 24 meses, que no obstante permite ampliar
hasta los 54 meses para las comunicaciones electrónicas entre licitadores y
poderes adjudicadores.

Ahora bien, el uso de medios electrónicos era obligatorio en el plazo
general de 24 meses de entrada en vigor de la directiva en relación con lo
establecido en los artículos 34 (referido a los sistemas dinámicos de adqui-
sición), 35 (subastas electrónicas), 36 (catálogos electrónicos), 37.3 (comu-
nicaciones electrónicas en los procedimientos de contratación dirigidos por
una central de compras), 51 (envíos de los anuncios a la Comisión) y 53
(disponibilidad electrónica de la documentación de la contratación).

El Libro Verde de la Comisión sobre la generalización del recurso a la
contratación pública electrónica en la Unión Europea (SEC 2010, 1214),
aboga por impulsar la utilización de las TIC a fin de lograr una contratación
pública más eficaz en todo el mercado único, al tiempo que avanzar hacia
una revisión coordinada y global del actual marco de contratación pública
de la UE.

En el Libro Verde se recuerdan las grandes ventajas de una utilización
más generalizada de la contratación electrónica. Entre ellas cabe destacar
una mayor accesibilidad y transparencia (la contratación electrónica puede
mejorar el acceso de las empresas a la contratación pública gracias a la auto-
matización y centralización del flujo de información sobre las oportunidades
de licitación concretas); ventajas en relación con los procedimientos con-
cretos (frente a los sistemas basados en el soporte de papel, la contratación
electrónica puede contribuir a que las entidades adjudicadoras y los opera-
dores económicos reduzcan sus costes administrativos, y a que se agilicen
los procedimientos de contratación, lo que en las actuales circunstancias
económicas podría tener una acogida muy favorable ya que aumentaría al
máximo el potencial que puede obtenerse a partir de recursos limitados);
ventajas en cuanto al logro de una mayor eficacia en la gestión de la con-
tratación (en los casos en que existan centrales de compras, el recurso a los
procedimientos electrónicos podrá contribuir a la centralización de las tareas
administrativas de contratación más onerosas y al logro de economías de
escala en términos de gestión); y potencial de cara a la integración de los
mercados de contratación en la UE (en un entorno caracterizado por la uti-
lización del soporte de papel, la falta de información y los problemas aso-
ciados a la presentación de ofertas en relación con contratos que van a adju-
dicarse a cierta distancia del lugar de establecimiento de la propia empresa
pueden limitar el número de proveedores que compitan en determinadas

Guía práctica de contratación pública

70



licitaciones o disuadirlos totalmente de participar en ellas. En potencia, la
contratación electrónica tiene la ventaja de acortar esas distancias, salvar las
deficiencias en materia de información y fomentar una mayor participación,
mediante el incremento del número de posibles proveedores y la eventual
ampliación de los mercados).

No cabe duda de que la contratación electrónica puede ayudar a obtener
los insumos necesarios para los servicios públicos en unas condiciones ven-
tajosas para el contribuyente en términos económicos. Las economías logra-
das de este modo son particularmente valiosas en el contexto actual, en el
que se está ejerciendo una presión para la contención del gasto público.

La Comunicación de la Comisión «Contratación pública»: Un espacio de
datos para mejorar el gasto público, impulsar la elaboración de políticas
basadas en datos y mejorar el acceso de las pymes a las licitaciones
(2023/C 98 I/01), plantea el aprovechamiento del poder de los datos dispo-
nibles en toda la Unión Europea gracias al Espacio de Datos sobre Contra-
tación Pública, uno de los primeros espacios comunes de datos de la UE en
un ámbito específico que surge de la Estrategia Europea de Datos (COM
2020, 66 final).

Como destaca la Comisión, este espacio de datos revolucionará el acceso
a los datos sobre contratación pública y su utilización al crear una plataforma
a escala de la UE para acceder por primera vez a datos sobre contratación
pública que por ahora se encuentran dispersos a nivel nacional, regional y
de la Unión; y al mejorar considerablemente la calidad, disponibilidad y
exhaustividad de los datos mediante una estrecha cooperación entre la
Comisión y los Estados miembros y la introducción de los nuevos formularios
electrónicos, que permitirán a los compradores públicos proporcionar infor-
mación de manera más estructurada.

Además, esta riqueza de datos se combinará con un conjunto de herra-
mientas de análisis que incluirá tecnologías avanzadas como la inteligencia
artificial, por ejemplo, en forma de aprendizaje automático y procesamiento
del lenguaje natural. Los datos integrados, combinados con el uso de tecno-
logías analíticas más avanzadas y emergentes, no solo transformarán la con-
tratación pública, sino que también proporcionarán información nueva y
valiosa tanto a los compradores públicos como a los responsables políticos,
las empresas y los ciudadanos interesados.

La información obtenida facilitará que los compradores públicos se agru-
pen y realicen compras al por mayor para obtener mejores precios y una
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2.2.

mayor calidad; obtengan más ofertas por licitación, haciendo que las con-
vocatorias sean más atractivas para los licitadores, especialmente para las
pymes y las empresas emergentes; luchen contra la colusión y la corrupción,
así como contra otros actos delictivos, mediante la detección de patrones
sospechosos; se comparen con mayor precisión con sus homólogos e inter-
cambien conocimientos, por ejemplo con el objetivo de adquirir productos
y servicios más ecológicos, sociales e innovadores; a través de la mayor digi-
talización y las tecnologías emergentes que genera, automaticen las tareas y
obtengan un ahorro operativo considerable.

También se reducirá la burocracia para los compradores públicos y las
Administraciones a la hora de cumplir diversas obligaciones de comunica-
ción de información.

COMUNICACIONES ELECTRÓNICAS ENTRE LICITADORES Y
PODERES ADJUDICADORES

El régimen jurídico de las comunicaciones y notificaciones está integrado,
de acuerdo con lo dispuesto por la disposición final 4 de la LCSP 2017 y la
disposición adicional 1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedi-
miento Administrativo Común (LPAC), por lo establecido por la LPAC con
carácter general para el procedimiento electrónico común aplicable por las
Administraciones y entidades públicas, así como por lo dispuesto por el Real
Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de
actuación y funcionamiento del sector público por medios electrónicos; con
las especialidades procedimentales concretas que expresamente recoge la
LCSP 2017 para la contratación pública. Es este sentido, resulta de mucha
importancia tener en cuenta que el artículo 40 LCSP 2017 considera como
causa de anulabilidad de los procedimientos las infracciones de las reglas
contenidas en la propia LCSP 2017, con remisión expresa a la LPAC (puede
verse MARTÍN DELGADO, I., «Contratación pública y procedimiento admi-
nistrativo común: una reflexión general sobre el uso obligado de los medios
electrónicos en los procedimientos de contratación», Contratación adminis-
trativa práctica, no 147 (2017), págs. 10 y ss.).

El artículo 14.2 LPAC obliga a relacionarse a través de medios electróni-
cos con las Administraciones públicas para la realización de cualquier trá-
mite de un procedimiento administrativo a las personas jurídicas. Por su
parte, las personas físicas podrán elegir si se comunican con las Administra-
ciones a través de medios electrónicos o no.
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Esta guía contiene un análisis general y unas pautas interpretativas y 
aplicativas orientadas a facilitar la compresión de una norma de tanta 
importancia jurídica, económica y social como la Ley 9/2017, de 8 

de noviembre, de Contratos del Sector Público, que consagra una compra 
pública estratégica, socialmente responsable, sostenible y electrónica.
Se lleva a cabo un análisis del procedimiento de compras públicas en 
sus distintas fases de preparación, adjudicación y ejecución, aclarando 
el alcance de los requisitos y límites establecidos por una determinante y 
concluyente jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
cuyos criterios han sido recogido en España los tribunales administrativos 
de recursos contractuales y las juntas consultivas de contratación. 
El libro resultará especialmente útil para quienes, directa o indirectamente, 
intervienen en los contratos públicos y, en especial, para abogados, 
asesores, funcionarios y personal de las Administraciones y entidades 
públicas. La complejidad de la Ley de Contratos del Sector Público, que 
además ha sido objeto de numerosas reformas desde su aprobación, 
requiere de herramientas que faciliten su aplicación práctica.
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